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Resumen

	
En su resolución 25/4, el Consejo de Derechos Humanos solicitó a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) que organizara una consulta de expertos con el fin de intercambiar puntos de vista sobre consideraciones de derechos humanos relacionadas con las cuestiones de la administración de justicia por tribunales militares y la función de todo el sistema judicial en la lucha contra las transgresiones de los derechos humanos. La consulta de expertos se celebró en Ginebra el 24 de noviembre de 2014. El ACNUDH preparó el presente informe atendiendo a la solicitud del Consejo.


En la consulta se discutieron principalmente las cuestiones de la independencia, la imparcialidad y la competencia del poder judicial, incluidos los tribunales militares; el derecho a un juicio imparcial ante los tribunales, incluidos los tribunales militares, y otras protecciones procesales; la competencia de los tribunales militares por razón de la persona; y la competencia de los tribunales militares por razón de la materia.
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I.
Introducción

1.
En su resolución 25/4, el Consejo de Derechos Humanos solicitó a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) que organizara una consulta de expertos con el fin de intercambiar puntos de vista sobre consideraciones de derechos humanos relacionadas con las cuestiones de la administración de justicia por tribunales militares y la función de todo el sistema judicial en la lucha contra las transgresiones de los derechos humanos, y que presentara al Consejo en su 28º período de sesiones un resumen de los debates. La consulta de expertos se celebró en Ginebra el 24 de noviembre de 2014.


II.
Discurso de la Alta Comisionada Adjunta de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

2.
La Alta Comisionada Adjunta de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos inició la consulta de expertos señalando que la gran variedad de sistemas de justicia militar hacía difícil, o incluso imposible, formular generalizaciones al respecto. Estos sistemas habían evolucionado a lo largo del tiempo como resultado de la historia, la tradición jurídica y las posibilidades propias de cada país. 

3.
En un buen número de Estados se consideraba que los tribunales militares eran instituciones judiciales dignas de crédito y sujetas a la supervisión del sistema judicial civil. En otros, sin embargo, los gobiernos se habían servido de la justicia militar para reprimir a figuras de la oposición y proteger al personal militar que cometía transgresiones graves de los derechos humanos. 

4.
En los tratados internacionales de derechos humanos, incluido el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no se hacía referencia específica a los tribunales militares. A pesar de ello, esos tratados y, en particular, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, eran muy pertinentes a la cuestión de la administración de justicia por los tribunales militares. El Comité de Derechos Humanos, en su observación general Nº 32, indicaba que el Pacto no prohibía el enjuiciamiento por tribunales militares. Sin embargo, también expresaba que la índole militar del tribunal no podía modificar las garantías del Pacto. 


III.
Resumen de las exposiciones y los debates


A.
Independencia, imparcialidad y competencia del poder judicial, incluidos los tribunales militares

5.
La Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Gabriela Knaul, señaló que los tribunales militares debían ser parte integrante del sistema general de justicia y administrarla de manera plenamente conforme a las normas internacionales de derechos humanos, incluidos los artículos 9 y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Hizo notar que, en su observación general Nº 32, el Comité de Derechos Humanos expresaba que el requisito de independencia se refería, en particular, al procedimiento y las cualificaciones para el nombramiento de los jueces, y a las garantías relativas a la seguridad en el cargo, a las condiciones que regían los ascensos, los traslados, la suspensión y la cesación de sus funciones y a la independencia efectiva del poder judicial frente a la injerencia política de los poderes ejecutivo y legislativo. 

6.
La Relatora Especial recomendó que se garantizara por ley del más alto rango posible la independencia de los tribunales militares y su inclusión dentro de la administración general del sistema de justicia del Estado; que la legislación nacional incluyera garantías específicas para proteger la independencia legal de los jueces militares con respecto al poder ejecutivo y la jerarquía militar y para aumentar la confianza del público, de los profesionales del derecho y de los litigantes en la imparcialidad del juez y del poder judicial y que se estableciera por ley la condición de los jueces militares, en especial su seguridad en el cargo y una remuneración, condiciones de servicio, pensiones y una edad de jubilación adecuadas. Agregó que se debería establecer su seguridad en el cargo hasta la edad de jubilación obligatoria o hasta que terminara su mandato y deberían ser destituidos solamente por motivos graves de mala conducta o incompetencia, con arreglo a las debidas garantías establecidas en la ley. 

7.
Asimismo, la Relatora Especial recomendó que se definiera claramente por ley el papel y las funciones de los oficiales convocantes para que pudieran actuar con independencia frente a las presiones externas, que se impidiera que actuaran de forma tal que obstaculizara la administración independiente e imparcial de justicia y que la legislación nacional fijara criterios objetivos para la selección de los jueces militares sobre la base de su integridad, capacidad, cualificaciones y formación. Por último, reiteró que los Estados deberían considerar la posibilidad de adoptar el proyecto de principios sobre la administración de justicia por los tribunales militares
. 

8.
El ex Fiscal General de las Fuerzas Armadas de Noruega, Arne Willy Dahl, manifestó que se habían producido cambios importantes en los sistemas nacionales de justicia militar en los últimos años. Estos sistemas se podían clasificar a grandes rasgos en los sistemas "angloamericanos", consistentes en consejos de guerra convocados para examinar un caso individual, y los sistemas de "Europa continental", consistentes en tribunales permanentes. Incluso algunos Estados habían prescindido completamente de los tribunales militares y juzgaban las causas penales militares ante los tribunales civiles. Podía tratarse de un tribunal civil especializado en cuestiones militares o de un tribunal plenamente civil no especializado. Además, los sistemas podían diferir en tiempos de paz o de guerra. 

9.
El Sr. Dahl llegó a la conclusión de que los diversos sistemas de justicia militar podían organizarse en una línea, en que el sistema tradicional de consejos de guerra íntegramente militares se situaría en un extremo, y el sistema íntegramente "civil" en el otro. La tendencia general de los cambios en los sistemas de justicia militar había sido pasar del lado izquierdo al derecho del cuadro: 
	Consejos de guerra convocados para examinar un caso individual
	Tribunales militares permanentes
	Tribunales civiles especializados
	Tribunales civiles generales en tiempos de paz
	Tribunales civiles generales en tiempos de paz y de guerra


10.
No obstante, el Sr. Dahl observó que lo que procediera en una perspectiva de paz tal vez no sirviera al desplegar tropas en el extranjero. Cuando un soldado cometía un delito contra la población civil local, a la que supuestamente debía proteger, no causaba buena impresión ponerlo en un avión para someterlo a juicio en su país de origen. Los civiles afectados tenían que ver que se hacía justicia y esto se demostraba más claramente si había tribunales itinerantes. Los Acuerdos sobre el Estatuto de las Fuerzas por lo general autorizaban el ejercicio de la competencia por los tribunales militares del Estado que las enviaba; en cambio, no era habitual el ejercicio de la competencia de los tribunales civiles de un territorio extranjero.

11.
Según el Sr. Dahl, algunas cuestiones relacionadas con el sistema de autoridad convocante y la imposición de sanciones mediante procedimientos abreviados planteaban problemas de derechos humanos. Por último, resaltó las claras tendencias de la justicia militar respecto de los derechos del acusado: la mayor independencia de los magistrados; la mayor utilización de tribunales permanentes y los avances en cuanto al derecho a elegir un juicio en lugar de un procedimiento abreviado y al derecho a representación letrada.

12.
Umesh Chandra Jha, Teniente Coronel de Aviación retirado del Ejército del Aire de la India, expuso las principales características de la justicia militar de los Estados de Asia Meridional, incluidos Bangladesh, Bhután, la India, Maldivas, Nepal, el Pakistán y Sri Lanka, donde 2,4 millones de efectivos militares y 1,6 millones de paramilitares estaban sujetos a la justicia militar. El Código de Justicia Militar de la India Británica, de 1911, había sido el antecesor de los ordenamientos jurídicos militares en Asia Meridional. Los procesos tenían lugar, por lo general, ante consejos de guerra sumarios; consejos de guerra generales sumarísimos/itinerantes; consejos de guerra de distrito; y consejos de guerra generales.

13.
Con respecto a los juicios sumarios, el Sr. Jha observó que el acusado no tenía derecho a asistencia letrada si se trataba de un oficial hasta el grado de comandante o inferior, no eran aplicables las normas que regían la práctica de la prueba, el proceso se sustanciaba a puerta cerrada y no había derecho de apelación. Los castigos sumarios para los oficiales y los suboficiales subalternos incluían la destitución del servicio o la pérdida de antigüedad de hasta 12 meses, el no pago del sueldo y las prestaciones y la amonestación. Los castigos sumarios para los efectivos con grados inferiores al de suboficial subalterno comprendían la privación de libertad de hasta 28 días (y en algunos casos, 42), castigos físicos sobre el terreno, tareas adicionales, la multa, la degradación y la amonestación. 
14.
En los otros tipos de consejo de guerra se empleaba el sistema de la autoridad convocante. El Sr. Jha explicó que las facultades del oficial convocante comprendían la determinación de quienes debían ser juzgados; los cargos que se presentarían; la composición del consejo de guerra; la supervisión del fiscal y del oficial de defensa y la del Auditor General, cuya función era asesorar en cuestiones jurídicas pero que no ejercía como abogado o magistrado; confirmar las conclusiones y la sentencia o devolver el expediente para su revisión y fallar respecto de solicitudes posteriores a una confirmación. No se podía recurrir contra la resolución de la autoridad convocante, aunque, en la India, el tribunal de las fuerzas armadas tenía competencia en segunda instancia sobre el consejo de guerra. 

15.
El Sr. Jha señaló que, en muchos países de Asia Meridional, como Bangladesh, la India, Nepal, el Pakistán y Sri Lanka, se había encomendado a las fuerzas armadas, en virtud de las leyes de seguridad y lucha contra el terrorismo, que ayudaran a las autoridades civiles en la lucha contra el terrorismo y la actividad armada. En este contexto, se había acusado a miembros de las fuerzas armadas de varios de esos Estados de transgresiones graves de los derechos humanos, como las desapariciones forzadas, las ejecuciones extrajudiciales, la violación, la detención arbitraria y la tortura. En resumen, el derecho militar en los países de Asia Meridional no contemplaba los crímenes de guerra definidos en el Estatuto de Roma, ni incluía el concepto de responsabilidad de los jefes; el derecho a un juicio imparcial definido en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos no se observaba; se necesitaban manuales sobre el derecho de la guerra y la sociedad civil tenía dudas acerca de la imparcialidad de los juicios militares. El Sr. Jha recomendó, entre otras cosas, que se abolieran los consejos de guerra sumarios; que se racionalizaran las facultades de la autoridad convocante; que se aislara al Auditor General de la cadena de mando militar; que se abolieran las formas de penas degradantes o humillantes; que se prestara asistencia letrada a los acusados en el juicio y la apelación; que se establecieran tribunales de alzada y que se actualizaran los ordenamientos jurídicos militares mediante la inclusión de los delitos contemplados en el Estatuto de Roma y del concepto de responsabilidad de los jefes. 

16.
Durante el debate, el representante de Belarús señaló que, a fin de realzar las garantías de un juicio imparcial, los Estados no deberían utilizar tribunales a puerta cerrada o especializados para procesar a presuntos terroristas. El representante de México explicó que el Estado había introducido una reforma en 2014 por la que traspasaba a los tribunales civiles la competencia sobre las presuntas transgresiones de los derechos humanos cometidas por militares. El representante del Centro de Estudios Jurídicos observó que en la Argentina y otros países de América Latina se había utilizado la justicia militar para que quedaran impunes militares que habían cometido transgresiones graves de los derechos humanos. 

B.
Derecho a un juicio imparcial ante los tribunales, incluidos los tribunales militares, y otras protecciones procesales

17.
Según Alexander Nikitin, Profesor y Director del Centro para la Seguridad Euroatlántica del Instituto Estatal de Relaciones Internacionales de Moscú, muchos sistemas judiciales se caracterizaban por una falta de integración y la competencia estaba demasiado fragmentada. Destacó, en el plano internacional, el carácter fragmentado del sistema internacional de justicia penal. Señaló que el Consejo de Seguridad podía crear tribunales penales internacionales especiales, que se podían establecer tribunales híbridos por un tratado entre un Estado y las Naciones Unidas, o por decisión de las Naciones Unidas en zonas o Estados donde hubiera operaciones de mantenimiento de la paz y que también se podían someter causas ante la Corte Penal Internacional. 

18.
El Sr. Nikitin dijo que los Estados Unidos de América eran un ejemplo de falta de integración judicial a nivel nacional. Los tribunales militares utilizaban el sistema de autoridad convocante para nombrar en casos concretos a funcionarios que tal vez no tenían formación jurídica y que podrían ser parciales, en especial si pertenecían al mismo contingente del acusado. En los Estados Unidos, la justicia militar estaba fragmentada, como ocurría en la creación de comisiones militares para los combatientes enemigos. El Sr. Nikitin observó que se había condenado a pocos reclusos en Guantánamo y que los sospechosos extranjeros que comparecían ante las comisiones militares no gozaban de los mismos derechos constitucionales que los estadounidenses. El orador resaltó la necesidad de que las comisiones militares no admitieran pruebas obtenidas por medio de la tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
19.
El Sr. Nikitin sostuvo que en los Estados Unidos de América se había realizado un número desproporcionado de procesos por delitos relacionados con el terrorismo, en comparación con otros Estados, y que la gran mayoría de los procesados habían sido extranjeros u organizaciones extranjeras.
20.
El Sr. Nikitin recomendó que, en aras de la observancia del derecho a un juicio imparcial, hubiera mayor integración en los sistemas judiciales y que se aplicara el principio de procesamiento en igualdad de condiciones (o en condiciones comparables) para delitos iguales (o comparables). Sería necesario eliminar los elementos extraordinarios o carentes de transparencia de los sistemas judiciales, como los consejos de guerra que no se regían por los principios generales de la justicia civil o las comisiones militares extraordinarias. Estaba a favor de la regulación de las empresas militares y de seguridad privadas y de la aprobación del proyecto de convención correspondiente. Para terminar, el Sr. Nikitin dijo que era necesario llenar los vacíos legales y que debería haber un planteamiento coordinado de las cuestiones de justicia, especialmente en los Estados no reconocidos o fallidos. 

21.
Dheerujlall Seetulsingh, miembro del Comité de Derechos Humanos, mencionó las protecciones procesales establecidas en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. El Comité de Derechos Humanos, en su observación general Nº 32, manifestó que las disposiciones del artículo 14 contemplaban todos los tribunales y cortes, civiles o militares, y que el artículo 14 no prohibía el enjuiciamiento de civiles por tribunales militares. El Comité agregó que esos enjuiciamientos debían ser excepcionales y limitarse a los casos en que el Estado parte pudiera demostrar que el recurso a dichos tribunales había sido necesario y justificado por motivos objetivos y serios, y que, por la categoría específica de los individuos y las infracciones de que se trataba, los tribunales civiles comunes no habían estado en condiciones de llevar adelante esos procesos. 

22.
El Sr. Seetulsingh señaló que, en 1999, el Comité de Derechos Humanos había recomendado a Chile que enmendara la ley para limitar la jurisdicción de los tribunales militares al enjuiciamiento del personal militar solamente, acusado de delitos de carácter exclusivamente castrense
. Ese mismo año le recomendó también que las transgresiones de los derechos humanos cometidas por efectivos de seguridad no fueran competencia de los tribunales militares. El Sr. Seetulsingh añadió que se habían hecho recomendaciones similares a otros Estados, como Colombia, la Federación de Rusia, México, el Perú, y la República Centroafricana. 
23.
En la comunicación Estrella c. el Uruguay (Nº 74/1980), el Comité de Derechos Humanos había constatado transgresiones del artículo 14 porque el acusado había sido juzgado sin haber sido oído públicamente, no había sido asistido por un abogado y se había intentado obligarlo a que declarara contra sí mismo
. En la comunicación Mansaraj c. Sierra Leona (Nº 839/1998)
, el Comité había destacado que debería existir el derecho de apelar el fallo de un tribunal militar ante un tribunal superior. En la comunicación Kurbanova c. Tayikistán (Nº 1096/2002)
, el Comité había constatado una infracción del artículo 14 porque el Estado no había facilitado información que justificara el proceso de un civil ante la Sala Militar de la Corte Suprema. En la comunicación Madani c. Argelia (Nº 1172/2003)
, el Comité había dictaminado que se había infringido el artículo 14 porque el Estado parte no había justificado el procesamiento de un civil ante un tribunal militar. Dos miembros del Comité discreparon del dictamen en la comunicación Madani, y señalaron que a los efectos del artículo 14 no importaba la naturaleza del tribunal, siempre y cuando fuera competente, independiente e imparcial. Indicaron que el uso de tribunales militares no estaba prohibido en el Pacto; que en Argelia los tribunales militares tenían competencia conferida por la ley y que el Comité no podía ponerse en lugar del Estado para evaluar las ventajas de las alternativas a los tribunales militares ni el carácter excepcional de las circunstancias para determinar si había peligro público. El Sr. Seetulsingh agregó que, en la comunicación Akwanga c. el Camerún (Nº 1813/2008)
, el Comité había dictaminado que el Estado parte, al no justificar la comparecencia de un civil ante un tribunal militar había infringido el artículo 14 y había llegado a la conclusión de que no necesitaba examinar si el tribunal militar había ofrecido realmente todas las garantías expresadas en el artículo 14.

24.
Para concluir, el Sr. Seetulsingh preguntó si existía el riesgo de que la intransigencia del Comité llevara a una situación en que sus dictámenes se infringieran más de lo que se cumplían. Señaló que valía la pena examinar las opiniones disidentes en la comunicación Madani, pues muchos Estados partes en el Pacto seguían siendo reacios a cumplir los dictámenes del Comité. 

25.
Seong-Phil Hong, miembro del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, explicó que ese Grupo había considerado que a menudo se recurría a los tribunales militares para reprimir a grupos políticos de oposición, periodistas o defensores de los derechos humanos y que la prisión preventiva de civiles decretada por tribunales militares o su procesamiento ante estos constituían una infracción del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
26.
Era probable que un juez militar sin independencia profesional ni cultural produjera un efecto contrario al buscado con las garantías de un juicio imparcial. El Grupo de Trabajo había determinado que un tribunal integrado por personal militar no podía considerarse "competente, independiente e imparcial" en el contexto del derecho de los derechos humanos.
27.
El Grupo de Trabajo había determinado que los tribunales militares solo podían tener competencia para juzgar al personal militar por delitos de carácter castrense; que si también había civiles imputados en un caso, los tribunales militares no debían juzgar al personal militar por separado; que los tribunales militares no debían juzgar al personal militar si algunas de las víctimas habían sido civiles; que los tribunales militares no debían tener competencia para conocer de casos de rebelión, sedición o atentados contra un régimen democrático, y que los tribunales militares no debían tener en ningún caso competencia para imponer la pena de muerte. 

28.
El Grupo de Trabajo había constatado que la justicia impartida por los tribunales militares en ocasiones correspondía a las cinco categorías de arbitrariedad definidas en sus métodos de trabajo: era frecuente que las fuerzas militares detuvieran a personas y las privaran de libertad durante períodos prolongados, y a menudo los jueces militares disponían que continuara la detención sin ninguna base legal; muchos reclusos que comparecían ante tribunales militares habían sido detenidos simplemente por ejercer una libertad fundamental, como la libertad de opinión y expresión, de asociación, de reunión o de religión; a menudo los jueces y los fiscales militares no cumplían los requisitos fundamentales de independencia e imparcialidad; en ocasiones los procedimientos aplicados por los tribunales militares no respetaban las garantías básicas de un juicio imparcial; con frecuencia las personas que comparecían ante tribunales militares eran ciudadanos extranjeros, incluidos los migrantes en situación irregular, los solicitantes de asilo y los refugiados capturados por fuerzas militares en las fronteras, en el mar y en aeropuertos. 

29.
Ronald Naluwairo, Profesor Titular de la Facultad de Derecho de la Universidad de Makerere en Uganda, observó que los Principios y directrices relativos al derecho a un juicio justo y a la asistencia jurídica en África, aprobados en mayo de 2003 por la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, se referían a la cuestión de los tribunales militares. De conformidad con el artículo L de los Principios y directrices, la única función de los tribunales militares era fallar delitos de carácter puramente castrense cometidos por personal militar; estos tribunales debían respetar las normas sobre la imparcialidad del juicio establecidas en la Carta Africana y en otras partes de los Principios y directrices y no debían tener competencia sobre civiles. 
30.
El Sr. Naluwairo habló de la justicia militar en Uganda. El artículo 119 de la Ley de las Fuerzas Populares de Defensa de Uganda, de 2005, confería amplia competencia sobre múltiples categorías de civiles, a saber, los que desempeñaran funciones de oficial o soldado en cualquier fuerza establecida y mantenida fuera de Uganda y que estuvieran bajo el mando de un oficial de las Fuerzas de Defensa de Uganda; los que integraban como voluntarios una unidad u otro elemento de las fuerzas de defensa en servicio; los que trabajaban en las fuerzas de defensa habiéndose obligado a someterse al derecho militar; los cómplices en la comisión de un delito en servicio de una persona sujeta al derecho militar; quienes estuviesen en posesión ilegal de armas, municiones o equipo que normalmente fueran exclusivas de las fuerzas de defensa y quienes hubieran dejado de estar sujetos al derecho militar, pero hubiesen cometido delitos cuando lo estaban. 

31.
El Sr. Naluwairo señaló que, en sus observaciones finales sobre el tercer informe periódico de Uganda, la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos había recomendado que instituyera medidas legislativas para prohibir el procesamiento de civiles por tribunales militares. Agregó que la Ley de las Fuerzas Populares de Defensa de Uganda, de 2005, no disponía salvaguardias suficientes para garantizar la independencia e imparcialidad de los tribunales militares; una misma autoridad nombraba a los auditores militares, fiscales y miembros de los tribunales militares, que eran todos personal militar en servicio. El Sr. Naluwairo dijo que no se sabía si existían criterios objetivos para nombrar, suspender o destituir a los auditores militares y a los miembros de los tribunales militares o prorrogar su nombramiento; la Ley no se pronunciaba sobre la seguridad en el cargo de los auditores militares, si bien, en la práctica, eran nombrados por un período de un año y se podía prorrogar su nombramiento. Agregó que en la causa Sociedad de Derecho de Uganda y Jackson Karugaba c. el Fiscal General, el Tribunal Constitucional falló que "es imposible que los tribunales militares de Uganda sean independientes e imparciales debido a las leyes vigentes por las que se han constituido y a la estructura militar en que funcionan".

32.
Con respecto al derecho a una audiencia pública, el Sr. Naluwairo señaló que era difícil que el público asistiera a juicios realizados por los Tribunales Militares de División en los cuarteles. Además, por motivos de seguridad nacional era cada vez más frecuente que se impidiera al público asistir a las vistas del Tribunal Militar General o del Tribunal Militar de Apelación. 
33.
El Sr. Naluwairo explicó que no existía un derecho general de recurrir contra las resoluciones de los tribunales militares ante los tribunales civiles. No se podía interponer ante otros tribunales un recurso contra los fallos del Tribunal Militar de Apelación, salvo que en ellos se confirmara la pena de muerte o de reclusión a perpetuidad impuesta. 


C.
Competencia de los tribunales militares en razón de la persona
34.
La Vicepresidenta del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias, Jasminka Dzumhur, se refirió a la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas y, en particular, al artículo 16, párrafo 2, según el cual los presuntos autores de actos de desaparición forzada solo podrán ser juzgados "por las jurisdicciones de derecho común competentes, en cada Estado, con exclusión de toda otra jurisdicción especial, en particular la militar".
35.
En sus informes de visitas a países, el Grupo de Trabajo había recomendado sistemáticamente que se garantizara la competencia de los tribunales civiles en todos los asuntos relacionados con desapariciones forzadas y transgresiones de los derechos humanos, aun si el autor era miembro de las fuerzas armadas
.
36.
En diciembre de 2010, el Grupo de Trabajo había publicado un informe en que destacaba las mejores prácticas en la legislación penal nacional en materia de desapariciones forzadas, y sostenía que las desapariciones forzadas nunca podían considerarse delito cometido en acto de servicio y que los tribunales militares u otros tribunales especiales carecían de jurisdicción en los casos de desaparición forzada
.
37.
El artículo 3 de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas alentaba a que se adoptaran medidas preventivas, entre ellas la de no establecer la competencia militar sobre delitos de desaparición forzada. En sus visitas a países, el Grupo de Trabajo había constatado situaciones en que la legislación nacional prohibía que el personal militar estuviese sujeto a la jurisdicción de los tribunales ordinarios
. En esos casos, el Grupo de Trabajo había puesto sistemáticamente de relieve que el fuero militar podía constituir un factor de impunidad en las transgresiones de los derechos humanos, en vista de que los tribunales militares carecían de la independencia e imparcialidad necesarias para conocer de ellas
. 

38.
Además, la Sra. Dzumhur observó que la exclusión de la competencia del fuero militar era fundamental durante la fase de investigación. En un informe sobre la visita a un país, el Grupo de Trabajo había recomendado al Estado que velara por que los ministerios públicos civiles realizaran investigaciones rigurosas y prontas en todas las denuncias de transgresiones de los derechos humanos, incluidas las desapariciones forzadas imputables al personal militar
. 
39.
La Sra. Dzumhur señaló que el artículo 16, párrafo 1, de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas disponía que los presuntos autores de desapariciones forzadas debían ser suspendidos de toda función oficial durante la investigación. 
40.
Eugene Fidell, Profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Yale, dijo que los objetivos de la justicia militar debían consistir en promover la seguridad nacional mediante la disciplina en las fuerzas armadas; castigar y desalentar en forma imparcial la comisión de delitos; respetar los derechos humanos; apoyar las instituciones democráticas; reducir al mínimo los roces entre las fuerzas armadas y los civiles; lograr y mantener la confianza del público y fomentar la contratación y la retención del personal. En cuanto a la confianza del público en la justicia militar, sugirió que el "público" incluyera a los votantes, al personal militar, a los padres de los reclutas o de posibles voluntarios, a los profesionales del derecho y los círculos académicos, al poder legislativo, al poder ejecutivo, a los tribunales civiles, al Consejo de Derechos Humanos y al Comité de Derechos Humanos, a tribunales y órganos regionales de derechos humanos y a gobiernos y ciudadanos extranjeros. 

41.
Según el Sr. Fidell, cabía preguntarse quienes estarían sujetos al fuero militar. Normalmente lo estaría el personal militar activo, aunque cabía preguntarse si incluía a quienes iban a incorporarse en las fuerzas armadas pero aún no lo habían hecho. También se preguntaba si ese grupo comprendería a los reservistas o soldados retirados o licenciados recientemente. Planteó luego la cuestión de los civiles en general y explicó que se habían expresado dudas, por ejemplo, sobre quienes habían opuesto resistencia al reclutamiento y se negaban a alistarse en las fuerzas armadas, los empleados públicos y los contratistas que trabajaban para las fuerzas armadas, las personas a cargo de los militares y una gran variedad de personas sin una relación específica con las fuerzas militares. 

42.
Si bien observó que el Comité de Derechos Humanos, en su observación general Nº 32, afirmaba que los civiles podían, en situaciones excepcionales, ser juzgados por tribunales militares, el Sr. Fidell mencionó la opinión concurrente en las comunicaciones Musaev c. Uzbekistán (Nº 1914-16/2009) de dos miembros del Comité que habían declarado que los "civiles y el personal militar retirado" nunca debían comparecer ante los tribunales militares y que el Comité necesitaba "revisar su posición actual, que consideraba que el enjuiciamiento de civiles ante tribunales militares era compatible con el Pacto"
.

43.
Según el Sr. Fidell, existían dos métodos básicos para determinar si los civiles debían comparecer ante tribunales militares: un método normativo, en que hubiese una clara línea divisoria entre quienes pueden ser juzgados por un tribunal militar y quienes no pueden serlo, y un método casuístico, esto es, para cada caso concreto, en el que los criterios que se podrían aplicar serían la consideración de si habría mala fe procesal en los tribunales militares; si la relativa pérdida de las ventajas que hubiera conllevado un proceso civil se contrarrestaría con las de un juicio militar en algunas circunstancias y si, en el caso concreto había un foro civil para enjuiciar al civil. 
44.
El Sr. Fidell se refirió al asunto Martin c. el Reino Unido, en que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos había señalado que:
si bien no se podía sostener que el Convenio [para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales] excluyera totalmente de la competencia de los tribunales militares juzgar las causas que incumbían a civiles, la existencia de esa competencia debía estar sujeta a un examen especialmente minucioso, ya que únicamente en circunstancias muy excepcionales se podría sostener que era compatible con el artículo 6 que esos tribunales fallaran causas penales contra civiles … La justicia penal militar no debería aplicarse a los civiles, salvo que hubiera motivos de peso que lo justificaran y, si así fuera, únicamente con fundamentos legales claros y previsibles. Se debía fundamentar la existencia de esos motivos en cada caso concreto… 

45.
En la causa The Queen v. Wehmeier, el Tribunal Militar de Apelación del Canadá enunció el siguiente criterio respecto de la competencia militar sobre civiles:

La cuestión no consiste en absoluto en si el acusado debe ser procesado, sino en si la ventaja de que comparezca ante el sistema de justicia militar es proporcional a los derechos que pierde al ser procesado en ese sistema... Sin esa justificación, la única conclusión a que podemos llegar es que las consecuencias de procesar al acusado ante el sistema de justicia militar son desproporcionadas. En consecuencia, el proceso vulnera el derecho del acusado a no ser privado de la libertad si no es de conformidad con los principios de la justicia fundamental y, por lo tanto, contraviene el artículo 7 de la Carta. 
46.
El Tribunal agregó: 


No hay que interpretar que todos los procesos de civiles ante tribunales militares vulneren necesariamente los derechos que les asisten en virtud del artículo 7 de la Carta. Cada caso tiene que decidirse según sus propias circunstancias. Aun así, diríamos que, cuando un civil hace valer el artículo 7 para aducir que ante los tribunales militares pierde derechos procesales, se invierte la carga de la prueba e incumbe al fiscal justificar la necesidad de un proceso ante la justicia militar en lugar de un tribunal penal ordinario. 

47.
El Sr. Fidell se preguntó si las experiencias negativas en algunos Estados con el procesamiento de civiles ante tribunales militares deberían obstar para hacerlo en circunstancias especiales. Si un Estado exige para el fuero militar un nexo o una relación con el servicio, cabía preguntarse cómo se aplicaría ese requisito al procesamiento de civiles en tribunales militares. También preguntó si los miembros del jurado y el derecho a asistencia letrada deberían ser diferentes cuando un civil compareciera ante un tribunal militar. 

48.
Said Benarbia, Director del Programa del Oriente Medio y África Septentrional de la Comisión Internacional de Juristas, se refirió a la utilización de tribunales militares en la región del Oriente Medio y África Septentrional. Afirmó que, en varios Estados, los tribunales militares tenían amplia competencia para procesar a civiles y para conocer de denuncias de transgresiones de los derechos humanos cometidas por personal militar o de seguridad. Con frecuencia, los tribunales militares habían sido fuente de impunidad porque eran utilizados para impedir que el personal militar o de seguridad rindiera cuentas de esas transgresiones. Mencionó ejemplos de Egipto, Túnez y Marruecos. En Egipto, con arreglo al artículo 5 de la Ley de Justicia Militar Nº 25, de 1966, los tribunales militares tenían competencia en todos los delitos en que una de las partes, la víctima o el acusado, fuese miembro de las fuerzas armadas. Los menores de edad también podían ser juzgados por tribunales militares en virtud del artículo 8. Además, el artículo 6 de la Ley de Justicia Militar facultaba al Presidente, durante un estado de emergencia, a remitir cualquier causa a los tribunales militares. 

49.
Las Constituciones de 2012 y 2014 habían perpetuado el fuero militar. La Constitución de 2014 permitía que se procesara a civiles ante tribunales militares por delitos "que constituyeran un atentado directo contra instalaciones o cuarteles militares o todo lo que se encontrara bajo su autoridad; contra zonas militares o de frontera establecidas; contra su equipo, vehículos, armas, municiones, documentos, secretos militares, fondos públicos o fábricas militares; por delitos relacionados con el reclutamiento o por delitos que constituyan una agresión directa contra sus oficiales o personal debido al desempeño de sus funciones". Un nuevo decreto del Presidente de Egipto, la Ley Nº 136, de 27 de octubre de 2014, "sobre la seguridad y la protección de las infraestructuras públicas y vitales", amplía la competencia de los tribunales militares para juzgar a civiles. La ley somete todos los casos de atentados contra las "infraestructuras públicas y vitales" al fuero militar por los dos próximos años. 

50.
En Túnez, tras el derrocamiento del Presidente Ben Ali, la Ley Nº 2011-69, por la que se modificaba el Código de Justicia Militar, amplió considerablemente el alcance de la competencia de los tribunales militares. El artículo 8 del Código dispone que estos tienen competencia sobre el personal militar; los alumnos de las escuelas militares; los oficiales retirados cuando sean llamados a servicio; los empleados civiles del ejército en tiempos de guerra o en estado de guerra o cuando el ejército o las fuerzas armadas estén en una zona en que se haya declarado un estado de emergencia y sobre los prisioneros de guerra y civiles autores o coautores de delitos. 
51.
El artículo 5 del Código dispone además que los tribunales militares conocerán de los delitos comunes cometidos por el personal militar o en su contra. Además, el artículo 6 dispone que "en el caso de delitos de derecho común cometidos por militares que no estén de servicio y en que una de las partes no sea miembro del ejército, el fiscal o el juez de instrucción de los tribunales ordinarios deberán remitir los cargos contra el miembro del ejército al tribunal militar competente de primera instancia". El Sr. Benarbia agregó que los tribunales militares conocían de la mayoría de las causas por transgresiones de los derechos humanos cometidas por efectivos de seguridad o militares en Túnez, incluidas las relativas a muertes ilegales o a tortura u otros malos tratos cometidos antes del levantamiento de diciembre de 2010 a enero de 2011 y en su curso. 
52.
El Sr. Benarbia explicó que, en Marruecos, los tribunales militares de las fuerzas armadas tenían competencia en tiempos de paz sobre todos los delitos e infracciones en que estuviera implicado cualquier miembro de las fuerzas militares, incluidos aquellos que el Real Decreto Nº 1-56-270 define como militares en "servicio activo". La competencia también abarca a quienes, sean o no miembros de las fuerzas armadas, cometan un delito contra un miembro de las fuerzas armadas u órganos equivalentes o cometan un delito en que esté involucrado uno o más miembros de las fuerzas armadas como conspiradores o cómplices. 
53.
Para concluir, el Sr. Benarbia destacó los recientes avances positivos en Túnez y Marruecos. En Túnez, la Constitución de 2014 limitó la competencia de los tribunales militares a los delitos de carácter castrense. En Marruecos, la cámara baja del Parlamento había aprobado el proyecto de ley Nº 108-13, por el que se limita la competencia de los tribunales militares al personal militar que cometa delitos de carácter castrense. 

54.
En el debate que siguió, el representante del Canadá manifestó que, en su país, los tribunales militares eran competentes respecto de civiles solamente en casos limitados, cuando redundara en el interés superior de la persona. El representante de Egipto reconoció que la cuestión del procesamiento de civiles había sido problemática antes de 2011, pero que la situación había mejorado desde entonces. El representante de Cuba explicó que los tribunales militares eran parte integrante del sistema judicial del país, y que en la base militar de Guantánamo se habían vulnerado derechos humanos. El delegado de Marruecos señaló que en su país se había aprobado recientemente un proyecto de ley por el que se excluía a los civiles de los tribunales militares. El Profesor Nikitin dijo que la próxima medida que había que adoptar era incorporar los principios comunes en los sistemas judiciales de todos los Estados. 


D.
Competencia de los tribunales militares por razón de la materia

55.
Christina Cerna, ex Especialista Principal en Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, afirmó que por lo general las cuestiones del fuero militar abarcaban dos situaciones: las cuestiones relativas al trato o al procesamiento de civiles por tribunales militares y si se ha de procesar o no ante esos tribunales a los oficiales de las fuerzas armadas acusados de transgresiones graves de los derechos humanos. 

56.
En relación con el procesamiento de civiles ante tribunales militares, mencionó la sentencia de 25 de noviembre de 2004 en el caso Lori Berenson vs. el Perú, en que la Corte Interamericana de Derechos Humanos había expresado que los tribunales militares no deberían someter a juicio a civiles calificados de "terroristas", a pesar del artículo 173 de la Constitución del Perú de 1993, que disponía que los tribunales militares no podían juzgar a civiles salvo en casos de terrorismo o de traición a la patria. En su sentencia de 30 de mayo de 1999 en la causa Castillo Petruzzi vs. el Perú, la Corte había sostenido que las "normas internas que hacían aplicable a civiles la justicia militar eran violatorias de los preceptos de la Convención Americana". En sus sentencias de 29 de septiembre de 1999 en la causa Cesti Hurtado vs. el Perú, y 22 de noviembre de 2005 en la causa Palamara Iribarne vs. Chile, la Corte afirmó que los oficiales militares retirados eran civiles y no podían ser juzgados ante los tribunales militares. El 30 de diciembre de 2010 se promulgó en Chile la Ley Nº 20477, que excluía expresamente a los civiles y menores de edad de la competencia de los tribunales militares. 

57.
En cuanto a la impunidad del personal militar por acción u omisión de los tribunales militares, la Sra. Cerna señaló que, en su sentencia de 14 de marzo de 2001 en la causa Barrios Alto vs. el Perú
, la Corte Interamericana de Derechos Humanos declaró que las disposiciones de autoamnistía eran incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos porque pretendían impedir la investigación y sanción de los responsables de las transgresiones graves de los derechos humanos, tales como la tortura, las ejecuciones extralegales, sumarias o arbitrarias y las desapariciones forzadas, prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el derecho internacional de los derechos humanos. 
58.
La Sra. Cerna mencionó igualmente algunos casos relacionados con México en que la Corte Interamericana de Derechos Humanos había considerado que la desaparición forzada, la violación y otras vulneraciones graves de los derechos humanos no deberían estar sujetas al fuero militar, sino a la competencia de los tribunales civiles
. Explicó que se había abolido el fuero militar en la Argentina por el acuerdo de solución amistosa de 14 de agosto de 2006 en la causa Rodolfo Correa Belisle c. la Argentina. De hecho, la tendencia general en América Latina era restringir o abolir el fuero militar, aunque algunos países, como el Perú y Colombia, no siguieran esa tendencia.
59.
El Presidente del Comité contra la Desaparición Forzada, Emmanuel Decaux, señaló que se había producido una serie de avances en los ocho años transcurridos desde que la Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos presentó a la Comisión de Derechos Humanos el informe que contenía el proyecto de principios sobre la administración de justicia por los tribunales militares
. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos se había remitido al proyecto de principios en su jurisprudencia
, el Comité había iniciado su labor relativa a la justicia militar y el debate sobre la pena de muerte había evolucionado. 

60.
El Sr. Decaux señaló que en la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas no se hacía referencia al tema de la justicia militar y que el Comité contra la Desaparición Forzada estaba preparando una declaración al respecto. En sus observaciones finales sobre Bélgica, el Comité había recomendado al Estado que adoptara las medidas necesarias de índole legislativa para que el delito de desaparición forzada quedara excluido de la competencia de los tribunales militares en tiempos de guerra
. El Sr. Decaux dijo que en algunos Estados, como Francia, se había eliminado el fuero militar en tiempos de paz pero se mantenía en tiempos de guerra. Destacó que era importante revisar los códigos de justicia militar periódicamente, aunque fueran aplicables únicamente en tiempos de guerra. 

61.
En relación con el procesamiento de civiles por tribunales militares, el Sr. Decaux mencionó el proyecto de principio Nº 5 y la sentencia de 31 de mayo de 2011 del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el asunto Içen c. Turquía, en que había afirmado que un tribunal compuesto exclusivamente de magistrados militares solo podía enjuiciar a civiles en circunstancias excepcionales. El Tribunal había destacado que no se debía recurrir al fuero militar para juzgar civiles a menos que existieran motivos de peso y una base legal clara y previsible para ello. 

62.
Con respecto al proyecto de principio Nº 9, en que se declaraba que las transgresiones graves de los derechos humanos no debían ser juzgadas por tribunales militares, el Sr. Decaux afirmó que esta prohibición debería extenderse a la investigación de esos delitos, y que esa responsabilidad debía recaer sobre las autoridades civiles . El Comité contra la Desaparición Forzada había recomendado que la investigación del delito de desaparición forzada estuviera a cargo de las autoridades civiles competentes y que el Estado parte adoptara medidas para suspender del servicio al acusado durante el proceso
. El Sr. Decaux señaló que podía haber excepciones durante una operación militar en el extranjero cuando no fuera posible que una autoridad civil hiciera una investigación para reunir pruebas y hallar testigos. En tales circunstancias, la policía militar, la gendarmería u otras autoridades militares tendrían que realizar la investigación. No obstante, esta debía estar bajo el control de una autoridad judicial independiente para ser digna de crédito. 

63.
El Sr. Decaux señaló que, según el proyecto de principio Nº 8, la competencia de los tribunales militares debería estar limitada a las infracciones cometidas dentro del ámbito estrictamente castrense por el personal militar. Explicó que la competencia de los tribunales militares debía seguir siendo excepcional y responder únicamente a las exigencias de la función militar. Podría surgir esa excepción en el marco de un despliegue en el extranjero, en que el juez nacional no podía ejercer su competencia por razones prácticas debidas al alejamiento de la acción, mientras que el juez local que sería territorialmente competente tropezaba con la inmunidad de jurisdicción. Señaló igualmente que el derecho internacional humanitario también abordaba la cuestión de la función de la justicia militar
. Si bien se podía justificar el procesamiento de personal militar por delitos de carácter castrense ante tribunales militares, ello no era aplicable a los tribunales de segunda instancia, que debían ser ordinarios y estar integrados en el sistema de judicial civil en su conjunto, de conformidad con el proyecto de principio Nº 17.

64.
El Coronel Patrick Gleeson (retirado), de la Oficina del Auditor General de las Fuerzas Armadas del Canadá, se refirió a la cuestión de la competencia en razón de la materia, y, en particular, los proyectos de principio Nos 8 y 9 que, según él, reflejaban un sesgo injustificado contra los tribunales militares y en favor de los tribunales civiles y que, por consiguiente, deberían redactarse de nuevo o suprimirse. Adujo que ese sesgo era preocupante e internamente incompatible con las metas y los objetivos del proyecto de principios. 

65.
El Coronel Gleeson mencionó las dos funciones principales de la justicia militar recogidas en la Legislación de Justicia Militar del Canadá: a) fomentar la eficacia operacional de las Fuerzas del Canadá contribuyendo al mantenimiento de la disciplina, la eficiencia y la moral; y b) contribuir al respeto de la ley y al mantenimiento de una sociedad justa, pacífica y segura. Sostuvo que esta doble función cobraba sentido en un contexto en que las fuerzas armadas tenían por objeto servir a la sociedad en general y reflejar sus valores. Había que tener presente esta doble función al examinar el proyecto de principio Nº 8, en que se había llegado, tácitamente, a la conclusión de que únicamente los delitos de carácter castrense repercutían en la disciplina militar y, en última instancia, en la moral y la eficacia operacional. El Coronel Gleeson afirmó que, sencillamente, no era así. Por ejemplo, los actos de hurto, agresión o fraude, y el uso y tráfico ilícito de drogas eran delitos comunes, pero no por ello repercutían menos en la disciplina. La agresión de un par en una unidad militar tenía los mismos efectos destructivos en la disciplina y la moral que un acto de insubordinación. El Coronel Gleeson sostuvo que al dejar que el sistema de justicia militar se ocupara de la insubordinación, pero no de la agresión, no se promovían ni fomentaban sus funciones; por el contrario, se las socavaba. Además, debido a los intereses militares y a los intereses nacionales en general a menudo era necesario que los sistemas de justicia militar estuvieran en condiciones de demostrar su capacidad de enjuiciar delitos, de cualquier tipo, en un Estado extranjero. Este hecho se confirmó en especial al debatir el fondo de los Acuerdos sobre el Estatuto de las Fuerzas concertados entre Estados acreditantes y receptores.
66.
El Coronel Gleeson agregó que el propósito y la función de un tribunal militar, las necesidades especiales de la disciplina militar, las repercusiones de los delitos penales de carácter civil en la disciplina y las necesidades prácticas de las naciones que desplegaban sus fuerzas en operaciones de expedición ponían de relieve cuan procedente era que los sistemas de justicia militar estuvieran en condiciones de ejercer su competencia sobre delitos comunes. 

67.
Ampliar la competencia sobre los delitos comunes a los sistemas de justicia militar no era una proposición excluyente. Según el Coronel Gleeson, el sistema de justicia del Canadá había creado un modelo de competencia concurrente entre el sistema de justicia militar y el civil. Básicamente, el modelo disponía que el personal militar podía ser acusado y juzgado en cualquiera de los dos sistemas respecto de la mayoría de los delitos comunes. No se desplazaba al fuero civil; por el contrario, se superponía una opción adicional si la condición del individuo lo dejaba sujeto a la competencia del sistema de justicia militar. Esta competencia concurrente tenía un efecto extraterritorial, porque la legislación de defensa confería a los tribunales civiles la competencia sobre toda persona sujeta al fuero militar que cometiera un delito fuera del país. 

68.
Con respecto al proyecto de principio Nº 9, que disponía que los tribunales militares nunca debían ejercer su competencia respecto de denuncias de transgresiones graves de los derechos humanos, el Coronel Gleeson observó que en el comentario sobre el proyecto de principios se aducían dos motivos. El primero era que la comisión de transgresiones graves de los derechos humanos no correspondía al ámbito de las funciones ejercidas por el personal militar y el segundo era que las autoridades militares podrían sentirse inclinadas a echar tierra sobre tales asuntos. Señaló que, si bien era cierto que la comisión de transgresiones graves de los derechos humanos no quedaba realmente incluida en el ámbito de las funciones del personal militar, tampoco lo estaba la comisión de delitos "comunes", como el asesinato, la violación, el fraude o el hurto
. 
69.
Asimismo, el Coronel Gleeson adujo que, si un tribunal, militar o de otra índole, estaba legítimamente constituido como se contemplaba en los proyectos de principio Nos 1, 2, y Nos 12 a 15, no había razón para dictar una regla universalmente aplicable que negara la competencia militar sobre las transgresiones graves de derechos humanos. Sostuvo que la conclusión, implícita en el proyecto de principio Nº 9, de que no se podía confiar a los sistemas de justicia militar en el mundo el procesamiento de esos delitos, hacía caso omiso de hechos objetivos. Esos delitos atentaban contra la esencia misma de la disciplina y la eficacia operacional militares e interesaba particularmente a las fuerzas armadas que se fallaran de manera imparcial y pronta. Era importante reconocer que, si los mandos militares no respondían de manera pronta y efectiva a las denuncias de transgresiones graves de derechos humanos, podían plantearse interrogantes sobre la responsabilidad personal en razón de la doctrina de la responsabilidad del mando. 

70.
El segundo motivo aducido en el comentario en apoyo del proyecto de principio Nº 9 era que las autoridades militares podrían sentirse inclinadas a echar tierra sobre tales asuntos. En el proyecto de principio Nº 9 se presumía que todo proceso de justicia militar sería, por su propia naturaleza, favorable a los miembros de las fuerzas armadas que cometieran transgresiones graves de los derechos humanos y sería proclive a atenuar la pena impuesta al acusado. El Coronel Gleeson sostuvo que, en una fuerza militar disciplinada y sujeta a una supervisión civil adecuada, esa afirmación era contraria a los valores de las fuerzas armadas profesionales. Sin embargo, observó que, en caso de que los sistemas de justicia militar no actuaran debidamente y surgieran problemas de impunidad, un modelo de competencia concurrente, como el del Canadá, proporcionaba una salvaguardia importante al posibilitar el recurso al sistema de justicia civil de la nación. 

71.
El Coronel Gleeson señaló que, a menudo, esos delitos tenían lugar en Estados que salían de un conflicto. En esas situaciones, las fuerzas militares con frecuencia eran una de las pocas instituciones en funcionamiento que tenía los recursos y la capacidad de organización necesarios para reunir pruebas de manera eficaz y procesar a los presuntos autores de delitos. Adoptar una norma internacional en que no se previera circunstancia alguna en que los sistemas de justicia militar tuviesen competencia para conocer de denuncias de transgresiones graves de derechos humanos tendría el efecto no deseado de fomentar la impunidad. 

72.
En el debate, el Sr. Seetulsingh afirmó que la atención debería centrarse en incorporar la justicia militar en el sistema de justicia en su conjunto. Resultaba difícil al Sr. Benarbia entender por qué algunos delitos comunes, como la agresión o la violación deberían ser juzgados en tribunales militares. La Sra. Cerna convino que el proyecto de principios era una parte importante del debate. 

IV.
Principales observaciones y recomendaciones

73.
Todos los expertos y participantes reconocieron la importancia de la independencia, imparcialidad y competencia del poder judicial en la justicia militar. En varias exposiciones, se hizo notar que, en ciertos Estados, algunos problemas de injerencia de los mandos y de falta de independencia institucional seguían siendo motivo de preocupación. En los Estados en que se presentaban estos problemas, había que emprender una reforma legislativa e institucional adecuada. 

74.
Las exposiciones de los expertos pusieron de manifiesto que, en algunos Estados, existían lagunas importantes en la observancia del derecho a un juicio imparcial. Se plantearon cuestiones sobre la práctica de procedimientos abreviados para los delitos menos graves, en los cuales, en algunos Estados, no se permitía la presencia de un asesor letrado ni se contemplaba el derecho de apelación. Se invitó a los Estados a que adoptaran las medidas adecuadas para que el derecho a un juicio imparcial en los tribunales militares se ajustara plenamente al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

75.
El Comité de Derechos Humanos se había referido a la competencia de los tribunales militares en razón de la persona en su observación general Nº 32, en que señalaba que los civiles no debían estar sujetos a la competencia de los tribunales militares, salvo en circunstancias excepcionales. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos había adoptado una postura similar. Se indicó además que el derecho internacional humanitario también prescribía circunstancias limitadas para el procesamiento de civiles en tribunales militares. En algunas exposiciones también se observó que algunos Estados procesaban a los civiles que acompañaban a militares en despliegues en el extranjero, si bien ello dependía a menudo de la situación específica. 

76.
Con respecto a la competencia de los tribunales militares en razón de la materia, las opiniones de los expertos divergieron. Algunos, citando recomendaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos y algunos procedimientos especiales, sostuvieron que el fuero militar debía descartarse en favor de los tribunales civiles en casos de denuncias de transgresiones graves de los derechos humanos contra personal militar y que el fuero militar debía limitarse a los delitos de carácter castrense. Sin embargo, otros expertos cuestionaron esa opinión e indicaron que un tribunal militar, si era independiente, imparcial y competente, podía juzgar esos delitos. 

77.
En vista del carácter complejo de la cuestión de la justicia militar y de los problemas de derechos humanos que pueden plantearse en relación con múltiples aspectos del fuero militar, se invitó a los Estados a que solicitaran asistencia técnica y servicios de asesoramiento al ACNUDH.
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